FALSEDAD EN DOCUMENTO
RADICACIÓN: 660016000036201206671-01
PROCESADO: AMR
SE CONFIRMA
A N° 034

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PRECLUSIÓN DE LA INVESTIGACIÓN / POR INEXISTENCIA DEL HECHO / O POR ATIPICIDAD DE LA CONDUCTA / LA FISCALÍA NO HA REALIZADO EL MÁS MÍNIMO ESFUERZO INVESTIGATIVO / SE DENIEGA.
El asunto que concita la atención de la Sala se contrae básicamente a establecer el grado de acierto que contiene la decisión emitida por la primera instancia de primera instancia al haber negado la preclusión de la investigación, para que se practiquen las pruebas que considera relevantes con miras a esclarecer los hechos; o si, por el contrario, tal como lo señala la fiscal inconforme, existen elementos que permiten predicar que la conducta es atípica y por ende procede lo reclamado. (…)
De conformidad con lo reglado en el canon 332 C.P.P., la Fiscalía está facultada para reclamar la preclusión por uno de los siguientes motivos: (i) imposibilidad de iniciar o continuar la acción penal; (ii) existencia de una causal que excluya la responsabilidad; (iii) inexistencia del hecho investigado; (iv) atipicidad del hecho investigado; (v) ausencia de intervención del imputado en el hecho investigado; (vi) imposibilidad de desvirtuar la presunción de inocencia; y/o (vii) vencimiento del término máximo previsto en el artículo 294 para radicar la acusación. Así mismo, procede la preclusión de presentarse alguno de los motivos de extinción de la acción penal, a los que alude el canon 77 C.P. a saber: muerte del imputado o acusado, prescripción, amnistía, oblación, caducidad de la querella y/o desistimiento. (…)

En este caso la Fiscalía sustentó la preclusión con fundamento en la causal tercera, esto es: “inexistencia del hecho”, misma que apunta a que el hecho presuntamente delictivo nunca tuvo ocurrencia, o lo que es igual, que la referida conducta nunca se materializó. (…)

Pero una vez el a quo precisó en su decisión que en su sentir los hechos sí existieron, la Fiscalía en su disenso alude precisamente a la causal cuarta, esto es: “atipicidad del hecho investigado”, lo que implicaría que en el accionar del indiciado no se presentó comportamiento ilícito, amén de la ausencia de alguno de los elementos que integran el tipo penal, y ello amerita pregonar que la Fiscalía reconoce que en su primera salida la causal invocada no fue debidamente presentada a la judicatura. (…)
En el caso objeto de estudio se evidencia que por parte de la Fiscalía no se realizó el más mínimo esfuerzo investigativo con el fin de establecer si en efecto el documento “carné de vacunas” que estuvo en poder del señor AMR comportaba alguna clase de falsedad, y mucho menos que este hubiera sido usado por el mismo para algún fin específico.

Ninguna de esas dos circunstancias relevantes han sido acreditadas en este asunto, cuando bien podría la Fiscalía haber acudido al centro médico que al parecer lo expidió para comprobar o no su veracidad, y luego de ello, como quiera que en la audiencia se ventiló que al parecer tal documento sí fue objeto de tráfico jurídico, ya fuera por haber sido arrimado a un trámite administrativo… o a uno de carácter judicial…, determinar si en realidad fue usado ante alguna de esas dependencias. Esos aspectos, a la hora de ahora, no han sido debidamente esclarecidos, a consecuencia de lo cual le asiste total razón a la denunciante al manifestarse inconforme con lo preclusión solicitada, como así lo hizo saber por intermedio de su apoderada.
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                                                                                                                                       RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA de decisión PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    Pereira, veintiocho (28) de mayo de dos mil diecinueve (2019)
  ACTA DE APROBACIÓN N° 498
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Mayo 30 de 2019.   9:35 a.m.

	Imputado: 
	AMR

	Cédula de ciudadanía:
	1.088.237.585 expedida en Pereira (Rda.)

	Delito:
	Falsedad en documento

	Víctima:
	La Fe Pública

	Procedencia:
	Juzgado Séptimo Penal del Circuito con funciones de conocimiento de Pereira (Rda.).

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la Fiscalía contra auto proferido en abril 24 de 2019, por medio del cual se negó la preclusión solicitada. SE CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes


La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- De lo narrado por la Fiscalía al momento de sustentar la petición preclusiva, se desprende que en la denuncia presentada por la señora MARGARITA MARÍA CASTAÑO DE MÉNDEZ, se da cuenta que su hija ANA JULIETH MÉNDEZ CASTAÑO falleció cinco días después de haber dado a luz a SMMM, y a partir de ahí ha tenido diversos inconvenientes con el padre de la pequeña, señor AMR, quien se hizo cargo de la niña. Señala la Fiscalía que aunque los hechos son confusos, de lo denunciado se desprende que es contra persona determinada por la conducta de falsedad en documento público, acerca de un carné de vacunas perteneciente a la nieta que exhibe abusivamente el aquí denunciado, cuando la abuela tenía otro documento similar -de madre canguro-, así como por una presunta declaración falsa de Cesantías ante Porvenir, donde el padre hace saber que convivió más de cinco meses con su hija hoy fallecida, cuando ello es falso porque solo duraron tres meses.

1.2.- En diciembre 23 de 2015 se presentó por parte de la Fiscal 07 Seccional de Pereira (Rda.) solicitud de preclusión cuyo trámite correspondió al Juzgado Séptimo Penal del Circuito de esa misma municipalidad, autoridad ante la cual se llevó a cabo la audiencia respectiva en abril 24 de 2019, en la cual la Fiscalía sustentó su pretensión de acuerdo con el numeral 3º del artículo 332 C.P.P. –inexistencia del hecho investigado -
Concreta la denuncia formulada por la señora MARGARITA MARÍA CASTAÑO DE MÉNDEZ, en lo atinente a la presunta falsedad de un documento público, esto es, un carné de vacunas de la menor SMM adquirido por AMR, e igualmente en lo relativo a la manifestación falsa que rindió ante Porvenir, hechos que en su sentir no existieron. Situación frente a la cual expresa que de las labores investigativas se logró establecer que la convivencia del procesado con la señora ANA JULIETH fue por algo más de ocho meses, y de lo dicho por la misma denunciante se advierte que convivían juntos, quedó embarazada, y lo que se aprecia es un conflicto de índole familiar que nada tiene que ver con el derecho penal. 
En cuanto al carné de vacunas, la denunciante solo dice que el señor AMR lo presentó, pero no alude a su falsificación, no se dice qué fin perseguía el padre de la niña con tal carné, ni existió perjuicio para la menor. Aduce que no se encuentra establecido el dolo que exige la conducta de falsedad en documento público. Para la Fiscalía por tanto el indiciado no realizó falsificación alguna, y solo exhibió un carné que le dio la jefe de la clínica.
- La representante de la víctima expresó que su cliente está inconforme con lo decidido por la Fiscalía porque no se investigó la veracidad de la copia del carné de vacunas, y si bien es cierto existe un conflicto familiar, lo cual reconoce, no ocurre así con la veracidad del referido documento que el procesado presentó en la Procuraduría o en Bienestar Familiar para demostrar que la niña estaba bien vacunada.
- La defensa manifestó no entender a qué va dirigida la denuncia, cuál es el objeto o su fin. Señala que el tema de familia se ventila desde hace 10 años en el Juzgado Cuarto de Familia, cuyo titular es conocedor de lo acontecido con la abuela de la pequeña, quien ha formulado denuncias de toda índole, y por ende le gustaría que la situación fuera corroborada con lo pasado en el mencionado despacho. Luego de hacer alusión al tema de las visitas de la menor, expresa que apoya lo planteado por el ente fiscal.

1.3.- Una vez analizados los argumentos esgrimidos por la Fiscalía y estudiados los elementos materiales probatorios, el funcionario de primer grado aceptó de manera parcial la preclusión invocada, con fundamento en lo siguiente:

Consideró en principio que la causal esgrimida por la a quo no era la correcta, en cuanto los hechos como tal sí existieron, y lo que hay que dilucidar es si fueron típicos o no, a la vez que aprecia que al parecer la conducta se adecua a la de falsedad en documento privado y o a la aludida por la Fiscalía.

En relación con la declaración extraproceso que rindió el señor AMR ante la Notaría Primera de Pereira para certificar que era compañero permanente de JULIETH MÉNDEZ, en la misma se observa que no mintió, ni se indujo con ello en error a Porvenir al otorgar la pensión de sobreviniente, por lo cual precluyó la investigación sobre este particular asunto.

En cuanto al carné de vacunación, al parecer fue utilizado como elemento probatorio en procesos judiciales, y ello podría generar un fraude procesal, pues si quien llevó a la vacunación a la menor no fue el señor AMR, se podría hacer incurrir en error al juez de familia, al tomar tal documento como un indicio de que este veía por su hija y por ende lograr que se le otorgara la custodia. De ese modo, en verdad podría haber tenido un valor probatorio, por lo cual la Fiscalía debe adelantar algunas labores con el fin de verificar tal circunstancia; además de establecer cuál es el carné verdadero, si en realidad AMR realizó esa vacunación o no, y si en efecto lo usó, por cuanto su veracidad puede afectar un proceso judicial. Aunado a lo anterior, deberá la Fiscalía determinar lo relativo a la prescripción por tratarse de un documento privado. Con fundamento en todo ello negó la preclusión con respecto este último episodio.
1.4.- Inconforme con la decisión adoptada, la representante de la Fiscalía interpuso recurso de apelación. 

2.- Debate

2.1.- Fiscalía -recurrente-
Solicita se revoque la decisión adoptada por el funcionario de primer nivel, exclusivamente frente a la negativa de precluir la investigación, y para ello esgrime:

El juez solo debió ceñirse a la falsedad y no a un fraude procesal, por cuanto lo que planteó la Fiscalía es que la señora MARGARITA tenía un carné de vacunación y el señor AMR mostró otro, sin que la misma haya aludido que fuera falso, ya fuera por indicarse que no se aplicó una dosis específica de vacunas o una distinta a las plasmadas en el carné que ella posee, y al no concretarse en qué consiste la falsedad, quien lo falsificó y la finalidad que esta tenía, no puede la Fiscalía decir que existió tal conducta por no estar acreditada.

Difiere de lo decidido al no ceñirse exclusivamente a lo que fuera pedido, pues aunque el documento haya podido ser utilizado en un Juzgado de Familia, le corresponderá a la parte interesada tachar el mismo y el juez compulsar las copias pertinentes, pero la Fiscalía ninguna solicitud efectuó a ese respecto. 
Solicita en consecuencia se revoque lo decidido y se precluya la investigación por atipicidad de la conducta.

2.2- Apoderada de víctimas -no recurrente-
Está de acuerdo con la preclusión decretada, en tanto fue Porvenir quien dio validez a la declaración extrajuicio rendida por AMR con fundamento en jurisprudencia laboral de la época, pero consideró que lo decidido en relación con el carné de vacunas es acertado, porque no se verificó la autenticidad de ese documento privado.

2.3- Defensa -no recurrente-
Se remitió a lo dicho anteriormente y agrega que este proceso se inició al tener en cuenta un carné de vacunas de una niña que hoy cuenta con 10 años, sin entender en qué escenario se ventiló tal documento, cuál fue su finalidad, y dónde se halla inmersa la situación contraria a derecho. Señala estar de acuerdo con lo expuesto por la delegada fiscal.

3.- Para resolver, se considera

3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 90 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la representante de la Fiscalía-.

3.2.- Problema jurídico planteado
El asunto que concita la atención de la Sala se contrae básicamente a establecer el grado de acierto que contiene la decisión emitida por la primera instancia de primera instancia al haber negado la preclusión de la investigación, para que se practiquen las pruebas que considera relevantes con miras a esclarecer los hechos; o si, por el contrario, tal como lo señala la fiscal inconforme, existen elementos que permiten predicar que la conducta es atípica y por ende procede lo reclamado. 

3.3.- Solución a la controversia

En este caso la Fiscalía elevó solicitud de preclusión con fundamento en la causal de “inexistencia del hecho investigado”, al considerar que la conducta de falsedad denunciada por la señora MARGARITA MARÍA CASTAÑO a consecuencia del carné de vacunas que presentó el señor AMR, no tuvo ocurrencia porque de la información entregada no se logró corroborar en qué consistía la falsedad, quién la hizo, así como la finalidad que perseguía el padre de la menor con tal documento. No obstante, el a quo al momento de negar tal petición indicó que en su sentir tal causal no era correcta, en tanto el hecho sí existió y aquella a la que debió acudir la Fiscalía era la relativa a la atipicidad de la conducta, en tanto en cuanto a ella fue a la que precisamente hizo alusión al sustentar la alzada.
De conformidad con lo reglado en el canon 332 C.P.P., la Fiscalía está facultada para reclamar la preclusión por uno de los siguientes motivos: (i) imposibilidad de iniciar o continuar la acción penal; (ii) existencia de una causal que excluya la responsabilidad; (iii) inexistencia del hecho investigado; (iv) atipicidad del hecho investigado; (v) ausencia de intervención del imputado en el hecho investigado; (vi) imposibilidad de desvirtuar la presunción de inocencia; y/o (vii) vencimiento del término máximo previsto en el artículo 294 para radicar la acusación. Así mismo, procede la preclusión de presentarse alguno de los motivos de extinción de la acción penal, a los que alude el canon 77 C.P. a saber: muerte del imputado o acusado, prescripción, amnistía, oblación, caducidad de la querella y/o desistimiento. 

En este caso la Fiscalía sustentó la preclusión con fundamento en la causal tercera, esto es: “inexistencia del hecho”, misma que apunta a que el hecho presuntamente delictivo nunca tuvo ocurrencia, o lo que es igual, que la referida conducta nunca se materializó. Al respecto la jurisprudencia, en torno de tal causal ha indicado:

“Entonces, para que la solicitud compagine con la causal, el argumento de fondo debería establecer que, en efecto, no se materializó ese hecho fenoménico que trascendió al entorno objetivo […]

En otras palabras, la causal de preclusión se encontraría técnicamente alegada cuando, por ejemplo, los bienes no fueron sustraídos, y se atribuye un hurto, o se pregona un secuestro y se demuestra que la persona voluntariamente huyó de su casa o, en fin, todos aquellos casos en los que objetivamente la conducta básica, acción u omisión, no tuvo ocurrencia objetiva”.

Pero una vez el a quo precisó en su decisión que en su sentir los hechos sí existieron, la Fiscalía en su disenso alude precisamente a la causal cuarta, esto es: “atipicidad del hecho investigado”, lo que implicaría que en el accionar del indiciado no se presentó comportamiento ilícito, amén de la ausencia de alguno de los elementos que integran el tipo penal, y ello amerita pregonar que la Fiscalía reconoce que en su primera salida la causal invocada no fue debidamente presentada a la judicatura.

Con ese necesario prolegómeno, le corresponde al Tribunal establecer si la providencia emitida por el a quo fue ajustada a derecho al negar la preclusión solicitada por la delegada fiscal, con fundamento en que el ente persecutor no agotó las labores investigativas para verificar si en efecto el documento “carné de vacunas de la menor SMM” es falso, quién participó en su elaboración, o si el mismo ha sido usado ante alguna dependencia judicial o administrativa.
De la información que se arrimó a la mencionada audiencia, se observa que el malestar que actualmente tiene la señora MARGARITA MARÍA FRANCO MONTAÑO, y lo cual la llevó a interponer denuncia penal en contra del señor AMR –lo cual se generado con posterioridad a la muerte de la hija de la denunciante, con la cual este procreó una menor-, se fundamenta en el hecho de que este, al parecer, presentó un carné de vacunación de Acción Social - como así lo refiere la denunciante- ante autoridades administrativas o judiciales, lo que la lleva a dudar del mismo -al parecer doble vacunación por la misma época lo cual sería abiertamente incompatible-, toda vez que a ella le fue entregado en su momento un carné de vacunas del programa de “mamá canguro” en la Clínica Saludcoop, del cual hizo parte luego de la muerte de su hija acaecida cinco días después de su nacimiento.
Aunque la fiscal alude que la accionante nunca expresó en su denuncia que el señor AMR hubiere participado en su confección, ni mucho menos hubiera relatado de manera concreta si tal documento en su integridad es apócrifo, o solo una parte especifica de su contenido como se extrae de lo dicho en la entrevista del 14 de septiembre 2014, donde al ser preguntada al respecto señaló: “[…] Cuando denuncio esos hechos me refiero a la presentación del carnet de vacunación Acción Social que fue el documento que él adquirió no sé cómo a cambio del carnet del Programa Madre Canguro de Clínica Saludcoop”, lo cierto es que de allí debía entender la Fiscalía que la señora MARGARITA ponía en entredicho la veracidad de tal documento, y por ende sí se debería dilucidar lo pertinente.
No obstante, contrario a lo que se esperaría del órgano encargado de la persecución penal, y salvo la referida entrevista, no se avizora la existencia de labor investigativa alguna que permitiera determinar si en efecto las dudas que llevaron a la señora MARGARITA FRANCO a considerar una presunta falsedad documental, hayan sido dilucidadas, pese a que la actuación ha estado en poder de la Fiscalía por algo más de seis años.
Lo anterior se soporta con una mirada rápida a la carpeta de dicho asunto, donde se aprecia lo siguiente: La denuncia fue radicada en noviembre 28 de 2012 y asignada a la Fiscalía 34 CAVIF en enero 16 de 2013. En desarrollo de programa metodológico se escuchó en entrevista a la denunciante y a otros testigos, y posteriormente -marzo 13 de 2015- se remitió el expediente a la Fiscalía Seccional para que se investigara la conducta de falsedad documental, la que correspondió a la Fiscalía 7ª en donde salvo la solicitud de preclusión ningún otro trámite se desarrolló.

El artículo 289 C.P. dispone: “Falsedad en documento privado. El que falsifique documento privado que pueda servir de prueba, incurrirá, si lo usa, en prisión de dieciséis (16) a ciento ocho (108) meses”. De la citada norma se desprende que para la configuración de la conducta se requiere la acreditación de dos requisitos esenciales: (i) que el documento falsificado pueda servir de prueba, y (ii) que sea utilizado efectivamente como prueba, siendo este último el más importante de demostrar, en tanto pese a que se incurra en la falsificación, si el mismo no se utiliza luego como prueba, esta sería inocua al no producir efecto alguno, como así lo tiene sentado la jurisprudencia:
“Respecto de la falsedad en documento privado para atribuirlo como conducta punible no se perfecciona con la simple alteración o desfiguración de la verdad, en la medida en que constituye un presupuesto que el agente lo use, es decir, que salga de su esfera individual y se introduzca al tráfico jurídico, toda vez que contiene relevancia jurídica al crear, modificar o extinguir obligaciones, derechos etc.

Si los anteriores presupuestos no se cumplen, lógicamente estaríamos ante una falsedad inocua y, por lo mismo, no tiene la virtualidad de vulnerar el bien jurídico tutelado, habida cuenta que no produce ningún perjuicio o daño a intereses tutelados por la fe pública”.

En el caso objeto de estudio se evidencia que por parte de la Fiscalía no se realizó el más mínimo esfuerzo investigativo con el fin de establecer si en efecto el documento “carné de vacunas” que estuvo en poder del señor AMR comportaba alguna clase de falsedad, y mucho menos que este hubiera sido usado por el mismo para algún fin específico.

Ninguna de esas dos circunstancias relevantes han sido acreditadas en este asunto, cuando bien podría la Fiscalía haber acudido al centro médico que al parecer lo expidió para comprobar o no su veracidad, y luego de ello, como quiera que en la audiencia se ventiló que al parecer tal documento sí fue objeto de tráfico jurídico, ya fuera por haber sido arrimado a un trámite administrativo –ante el I.C.B.F. o Procuraduría de Familia-, o a uno de carácter judicial -ante el Juzgado que otorgó la custodia de la niña al indiciado-, determinar si en realidad fue usado ante alguna de esas dependencias. Esos aspectos, a la hora de ahora, no han sido debidamente esclarecidos, a consecuencia de lo cual le asiste total razón a la denunciante al manifestarse inconforme con lo preclusión solicitada, como así lo hizo saber por intermedio de su apoderada.

Mírese incluso que la misma defensora del indiciado al pronunciarse como no recurrente, si bien al final manifestó estar de acuerdo con lo expresado por la Fiscalía, admite que desconoce: “[…] en qué escenario se ventiló tal documento, cuál fue su finalidad, y dónde se halla inmersa la situación contraria a derecho”, lo cual corrobora lo antes referido.

Por lo anterior, la Sala es del criterio que le asistió razón suficiente al funcionario de primer nivel al negar la preclusión reclamada por la Fiscalía y que haría tránsito a cosa juzgada, en tanto es evidente que pese al lapso transcurrido no se han agotado las labores investigativas esenciales en el caso singular, por cuanto se han dejado de lado algunas que son fundamentales para establecer o no la configuración del punible y su presunto autor.
La fiscal también muestra su disenso con el a quo al haber abordado en su decisión lo relativo a un presunto “fraude procesal” que no fue objeto de petición, en tanto acá solo se plasmó lo pertinente a una falsedad en documento. Frente a tan particular manifestación, la Corporación debe decir dos cosas:

La primera, que el argumento es inatendible e incluso impertinente, porque ya se sabe que si la causal que aquí debió esgrimirse es la atipicidad, entonces la preclusión solo opera cuando la misma es ABSOLUTA y no RELATIVA. Y, desde luego, si el comportamiento atribuido encaja no en falsedad sino en fraude procesal, lo que procede no es la preclusión sino el adelantamiento de la acción con respecto a este otro injusto. 

Lo segundo, es que una situación no quita la otra, porque bien puede conjugarse el delito de falsedad en documento -en este caso privado- con el fraude procesal, al ser aquél el delito medio y este el delito fin.

Así las cosas, se instará a la Fiscalía para que le imprima celeridad al presente asunto, pues como viene de verse en este caso podría llegar a generarse el fenómeno de la prescripción de la acción penal, si en cuenta se tiene lo plasmado por su delegada, quien aduce que los hechos se originaron en el año 2009. No obstante, al verificar el aludido documento se aprecia que el mismo comporta anotaciones relacionadas con vacunas aplicadas a la menor SMM, en el año 2012, por lo cual deberá estar atenta a tal situación.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto por medio del cual el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.) negó la preclusión de la investigación a favor del indiciado AMR, y en su lugar se dispone que por parte de la Fiscalía se perfeccionen las labores investigativas que se echan de menos.

Esta providencia queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

 La secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� CSJ AP, 18 jun. 2010, Rad. 33.642


� CSJ SP, 28 nov. 2007, Rad. 25925. 
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